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León, Guanajuato, a siete de julio del año dos mil ocho. . . . . . . . . . . . . . .

V I S T O S  para resolver los autos del recurso de inconformidad, identificado con el número 202/2007-RI, promovido por el ciudadano José Antonio González Vázquez; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El recurso de inconformidad fue interpuesto oportunamente dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha en que surtió efectos la notificación al recurrente de la resolución impugnada, toda vez que se advierte que fue notificada el veinte de junio del año dos mil siete, sin que la autoridad demandada hubiere controvertido tal hecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- La existencia de la resolución impugnada, emitida por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, en fecha veinticinco de abril de dos mil siete, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 285/06-TRA; se encuentra debidamente acreditada en autos, con la copia simple de la citada resolución, aportada por la parte recurrente, así como por las copia simple del expediente del citado procedimiento aportada, como prueba de su intención, por la autoridad demandada, así como por el reconocimiento que hace de la misma al contestar el recurso, por lo que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto en los artículos 98, 205, 207 y 212 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, aplicado supletoriamente, en cuestión de valoración de las pruebas, a la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, por así disponerlo respectivamente los artículos 209 y 41 último párrafo de dichos Ordenamientos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Por cuestión de ORDEN PUBLICO y de estudio preferente,  sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 49 y 50 del Reglamento de Justicia Administrativa  Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . 

En la especie, en la presente causa administrativa la autoridad demandada  hace valer las causales de improcedencia previstas en las fracciones III, IV y VI, del artículo 49, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, refiriendo que se actualizan dichas causales porque reconoce el recurrente que desobedeció en reiteradas ocasiones la orden de su superior jerárquico de retirarse del lugar y dirigirse a la Séptima Comandancia y no realizar el informe cuando se lo ordenó . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Causales de improcedencia que no se actualizan ya que lo argüido por la autoridad demandada no tiene relación alguna con las mismas, al referirse estas a actos consentidos expresamente, actos consentidos tácitamente y actos que se hayan consumado de un modo irreparable, lo que en la especie no se presenta respecto de la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.-  No habiendo prosperado las causales de improcedencia hechas valer por la demandada y al no advertir la actualización de alguna otra que impida el estudio de fondo del presente asunto, se procede a analizar los agravios esgrimidos por el recurrente siendo preciso destacar, por su importancia, lo siguiente: . . . . . . . . . 

De las documentales aportadas tanto por el recurrente como por la autoridad, se desprende que el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, con fecha veinticinco de abril del año dos mil siete, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 285/06-TRA, instruido en contra del ahora impetrante del recurso, dictó resolución a través de la cual le impuso la sanción administrativa de suspensión del cargo que desempeña en la Dirección General de Tránsito Municipal, al considerar ese Órgano Colegiado, que su conducta actualizó la hipótesis de falta grave prevista en la fracción  XXXIV, del artículo 28, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, que establece: "Desacatar la orden de un superior, salvo que la misma sea constitutiva de delito o falta administrativa". . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A efecto de determinar acerca de la actualización de la falta grave  mencionada, la autoridad demandada, en el Considerando Séptimo de la resolución impugnada, señaló: “SEPTIMO.- Con las constancias que existen agregadas al expediente en estudio las cuales fueron debidamente descritas y valoradas en los considerandos anteriores, este órgano Colegiado cuenta con los elementos necesarios para determinar que, en la especie, los elementos de la Dirección General de Tránsito Municipal de nombres José Antonio González Vázquez…, se encontraban en servicio el día 16 dieciséis del mes junio del año 2006 dos mil seis, cuando siendo aproximadamente las 00:58 cero horas con cincuenta y ocho minutos, al estar realizando una intervención, al detener un vehículo, fueron supervisados... siendo este el 2° Segundo Comandante de la citada Dirección de Tránsito Municipal, de nombre Antonio Olmos Barrientos, quien una vez que arribó al lugar de los hechos, siendo…, les ordenó a los elementos de nombres José de Jesús Ortiz y Juan Antonio González Vázquez, que se trasladaran a la 7a  Séptima Comandancia de la Dirección General de Tránsito Municipal…diciéndoles en varias ocasiones que por favor se retiraran que se fueran a la séptima comandancia, instrucción a la que los elementos citados con anterioridad hicieron caso omiso hasta en 05 cinco ocasiones, siendo menester el señalar que del contenido de la orden dada por el comandante Antonio Olmos Barrientos se desprende que no se trataba de realizar la omisión de un deber, ni se trataba de alguna conducta que les implicara a los Agentes de Tránsito Municipal José Antonio González Vázquez, y José de Jesús Ortiz, la comisión de algún delito o falta administrativa por lo que debieron darle cumplimiento en forma inmediata; cabe mencionar…sino hasta después de varias ocasiones que el citado comandante repitió la orden de trasladarse…debe de precisarse que ante el tipo y naturaleza de la orden que se les estaba dando a los mencionados elementos, su cumplimiento debió darse de manera inmediata, lo cual implica además una contravención a lo que en su momento le indicaba su superior. . . . . . . . . . 

Expuesto lo anterior debe precisarse que el desacato en el que incurren los mencionados agentes de tránsito de nombres José de Jesús Ortiz y José Antonio González Vázquez, no únicamente ocurre en los términos asentados en el párrafo que antecede sino que además …fueron omisos en dar cumplimiento a la orden que les fue dada por parte del delta 1,…donde el 2° Segundo Comandante Antonio Olmos Barrientos les ordena …que de su puño y letra realizaran un informe respecto de los hechos que habían acontecido con anterioridad en Boulevard Mariano Escobedo casi Boulevard Miguel de Cervantes Saavedra de esta ciudad de León, a los elementos contestaron que no, y que por el contrario harían un parte informativo que harían llegar a contraloría....”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De lo anterior, es de concluir que la autoridad demandada estimó que se actualizó la hipótesis de falta grave, al no haberse trasladado el ahora recurrente, a la Séptima Comandancia de la Dirección General de Tránsito de este Municipio y, por no haber realizado, de su puño y letra, un informe sobre los hechos acontecidos en Boulevard Mariano Escobedo y Boulevard Miguel de Cervantes Saavedra de esta ciudad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Ahora bien para una mejor interpretación a lo establecido en la fracción XXXIV, del artículo 28, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, es necesario establecer que “desacatar” conforme al Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, se define como “no acatar una norma, ley, orden,” en donde “acatar” es aceptar con sumisión una autoridad o unas normas legales, una orden y“orden” se define como el “mandato que se debe obedecer, observar y ejecutar”, en pocas palabras se debe entender desacatar como una desobediencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Quedando establecido lo anterior, como primer agravio, refiere el recurrente, que la resolución impugnada carece de fundamentación y motivación. . . . 

Agravio que resulta infundado, toda vez que el recurrente no expresa los motivos o causas por las que considera que la resolución impugnada carece de fundamentación y motivación, aunado al hecho que de la lectura de dicha resolución, se advierte que la misma sí contiene dispositivos legales aplicables al caso concreto, así como las circunstancias especiales, razones o causas inmediatas que la autoridad demandada tomó en consideración para la emisión de la resolución, por lo que atendiendo a que carencia, se define por la Real Academia de la Lengua Española, como “la falta de alguna cosa”, lo que la especie no se presenta en la resolución impugnada, de ahí que resulte infundado lo planteado por el recurrente

Ahora bien, en el segundo agravio, en una primera parte, el recurrente señala textualmente:"La fracción XXXIV trigésima cuarta artículo 28 del Reglamento… como ya lo tengo manifestado en el capitulo de hechos, en ningún momento incurrí en la supuesta violación que me atribuye el órgano resolutor pues lo único que sucedió realmente fue una dilación en la rendición del parte informativo que en forma inmediata e imprudente solicitaba el comandante ANTONIO OLMOS BARRIENTOS pues como se desprende de las pruebas recabadas... se encuentra anexado dicho parte informativo firmado por mi compañero JOSE DE JESUS ORTIZ no pudiéndose desprender de las pruebas recabadas por la Dirección de Asuntos Internos responsabilidad alguna para el suscrito ya que en el resultado cuarto de la resolución cuarto de la resolución impugnada el Consejo de Honor y Justicia hace una recopilación mediante la enumeración de 16 apartados de las pruebas que considero pertinentes recabar para probar la supuesta violación que se me atribuye, debiendo hacer notar que con anterioridad a la iniciación del procedimiento administrativo a que me refiero se presentó ante…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es infundado e insuficiente el agravio en estudio, en esa parte, porque de las constancias que integran la presente causa administrativa se advierte que el Consejo demandado tuvo elementos para considerar que el ahora recurrente, con su conducta actualizó la falta grave por la que fue destituido, de ahí que resulte insuficiente su simple afirmación que él no incurrió en ninguna violación, por lo que al hacer solamente meras manifestaciones de inconformidad, pero sin sustento, las mismas resultan ser insuficientes, toda vez que, doctrinalmente, el agravio consiste en la expresión razonada que ha de realizar quien lo formula, para demostrar jurídicamente que la resolución impugnada resulta violatoria de disposiciones normativas, conculcando con ello un derecho subjetivo, sin que en el presente caso, el impetrante del recurso cumpla con esa carga procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En una segunda parte del agravio analizado, el recurrente expresa: “…Suponiendo sin conceder que se hubiere actualizado la hipótesis que me atribuye el órgano resolutor las pruebas recabadas carecen de una adecuada valoración de las mismas puesto que las declaraciones que obran en el expediente corresponden también a elementos de tránsito municipal quienes se encuentran subordinados jerárquicamente al comandante arriba mencionado desprendiéndose como consecuencia que las declaraciones por ellos vertidas se encuentran viciadas de parcialidad no reuniéndose los requisitos exigidos por el artículo 220 del Código de Procedimientos Civiles particularmente en su fracción IV al no tener una completa imparcialidad como se exige, además de que la lectura de sus declaraciones en particular del C. SEBASTIAN VAZQUEZ HURTADO contenida en el apartado número 12; de lo declarado por JOSÉ ESCOBEDO CHAIREZ contenida en el apartado 13; del C. FEDERICO REA ALMAGUER contenida en el apartado 14; todas ellas carecen de valor alguno en virtud de que ninguna de las personas de referencia dan una razón fundada de sus respectivas declaraciones bien sea porqué no se encontraban en el lugar no vieron ni escucharon los hechos sobre los que declararon…”. . . . . . . . . . 
Es inoperante por deficiente la parte del agravio planteado, en razón de que  el recurrente en su escrito inicial de recurso, sólo se limita a manifestar que las pruebas que obran en el sumario, carecen de una adecuada valoración, sin expresar que es lo que origina la inadecuada valoración que aduce, el alcance probatorio que debió dárseles a las mismas y la forma en que trascenderían éstas al fallo, en su beneficio; es decir no expresa razonamientos jurídicos del porqué carecen de un adecuado valor probatorio, que pusieran de manifiesto la violación de la disposición legal que invoca por parte del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública municipal, al apreciar los medios de convicción, lo que de ninguna manera permite a este Juzgador determinar si la resolución recurrida es ilegal o no. . . 

Sirven de apoyo a lo anterior, los criterios sustentados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las siguientes jurisprudencias: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES POR DEFICIENTES, SI OMITEN PRECISAR EL ALCANCE PROBATORIO DE LAS PROBANZAS CUYA VALORACIÓN ILEGAL SE ALEGA. Los conceptos de violación que se hacen consistir en falta de valoración de pruebas rendidas en el juicio generador del acto reclamado deben expresar no sólo las probanzas cuya estimación se considera ilegal, sino también deben precisar el alcance probatorio de tales probanzas y la forma en que trascenderían éstas al fallo en beneficio del quejoso, pues únicamente en dicha hipótesis puede analizarse si la omisión de valoración de pruebas causó perjuicios al mismo y, por ende, determinar si es violatoria de garantías individuales, de suerte tal que los conceptos de violación que no reúnan los requisitos mencionados deben estimarse inoperantes por deficientes." SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.  No. Registro: 198,753. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. V, Mayo de 1997. Tesis: VI.2o. J/102. Página: 509. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRUEBAS, VALORACION DE LAS. Si la argumentación con que se combate la sentencia reclamada a examen, la impugna por la incorrecta valoración que hizo de las pruebas rendidas, pero sólo se hacen al respecto alusiones más o menos generales, sin precisar qué elemento probatorio concreto se dejó de estimar, y por qué debió dársele valor, y qué se probó con él, tales argumentos resultan imprecisos y ambiguos, y el tribunal de amparo debe desestimarlos si, de lo contrario, se vería obligado a hacer oficiosamente un examen total y minucioso de las pruebas, para revalorarlas en todos sus puntos y aspectos, lo que sería una suplencia indebida, en un amparo administrativo de estricto derecho (artículos 76, 79 y relativos de la Ley de Amparo). PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.  Séptima Epoca, Sexta Parte: No. Registro: 254,970. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Séptima Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 72 Sexta Parte. Tesis: . Página: 175. Genealogía:  Informe 1974, Tercera Parte, Tribunales Colegiados de Circuito, página 54. . . . . . . . . . . . . . .

Ahora bien, también resulta infundada esa parte del agravio, en virtud de que el recurrente no hace ninguna reflexión sobre por que considera viciadas de parcialidad las declaraciones de los ciudadanos José Escobedo Chairez y Federico Rea Almaguer, por el hecho de estar subordinados jerárquicamente al Comandante Antonio Olmos Barrientos, así como tampoco precisa que valor probatorio debió dársele a esas declaraciones que redundaran en su beneficio, toda vez que para acreditar los hechos constitutivos de una falta grave, pueden concurrir durante la investigación y/o el procedimiento, como testigos presenciales de los hechos los propios miembros de los Cuerpo de Seguridad Pública Municipal de que se trate, sin que esta circunstancia los inhabilite, ni sea causa suficiente para desvalorar sus atestos; por el contrario, sus dichos resultan creíbles cuando los hechos narrados se desarrollaron en el lugar en el que éstos desempeñan sus actividades en forma cotidiana, lo que se presentó en el caso concreto, toda vez que el elemento José Escobedo Chairez, declara sobre los hechos que tuvieron lugar en los Bulevares Mariano Escobedo y Miguel de Cervantes Saavedra, habiendo estado presente cuando el comandante Antonio Olmos Barrientos, les ordenó al ahora recurrente y a otro elemento, que se retiraran y se fueran a la Séptima Comandancia, haciendo caso omiso a esa orden; por lo que respecta al elemento Federico Rea Almaguer, declara sobre los hechos que tuvieron lugar en el comedor de la Séptima Comandancia en donde estuvo presente, cuando el comandante antes citado les indicó, a José de Jesús Ortiz y al recurrente, que no podían salir hasta que terminaran de elaborar el parte informativo, lo que es corroborado con la declaración del elemento José de Jesús Ortiz, rendida el catorce de julio del año dos mil seis (punto 10 del Considerando Cuarto de la resolución impugnada) en la que manifestó: “…en la parte del comedor llego el comandante Antonio Olmos Barrientos y se dirigió con nosotros y nos dijo que le hiciéramos un informe de lo que había sucedido en el lugar...a lo que contestamos que no íbamos a elaborar el informe que el quería que mejor le íbamos a realizar un parte informativo bien explicado…Hago mención que si elaboramos el parte informativo de los hechos a maquina y se lo entregamos a contraloría y asuntos internos. Así el escrito que nos solicitó el comandante Antonio Olmos Barrientos no lo elaboramos por que nosotros lo queríamos bien redactado… ”. . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior, lleva a concluir que José Escobedo Chairez y Federico Rea Almaguer se constituyen como testigos directos, tal como lo señala el artículo 220 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, en sus fracciones II y V, de aplicación supletoria al Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . 
Respecto de Sebastián Vázquez Hurtado, es de anotar que el mismo no forma parte de la Dirección General de Tránsito Municipal, luego entonces, no puede estar subordinado jerárquicamente al comandante Antonio Olmos Barrientos, como lo asegura el recurrente, debiendo aclarar que dicho ciudadano estuvo presente cuando el citado comandante les ordenó, varias veces, al impetrante del recurso y a José de Jesús Ortiz, que se fueran a la Comandancia, ello en virtud, de ser el acompañante del automovilista que fue detenido para chequeo en los Bulevares Mariano Escobedo y Miguel de Cervantes Saavedra, por lo que también Sebastián Vázquez Hurtado, se constituye como testigo directo, conforme a lo dispuesto en las fracciones II y V, del artículo 220 del Código de Procedimientos Civiles antes citado, siendo pertinente recordar que la actualización de la falta grave que se le imputó al elemento José Antonio González Vázquez, derivo no sólo de la negativa a realizar el informe solicitado por el comandante Olmos, sino también por no haberse trasladado de inmediato a la Séptima Comandancia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En una tercera parte del agravio que se estudia, señala el inconforme: “Así mismo el órgano resolutor les da pleno valor probatorio al escrito e informes rendidos por elementos de tránsito municipal considerándolos como documental pública pues los mismos no dejan de ser mas que documentos que prueban sobre la existencia de sus originales más no sobre los hechos contenidos en los mismos los cuales deben ser sujetos a una prueba directa que en el caso que nos ocupa no existe de ahí que las pruebas documentales contenidas en el expediente administrativo disciplinario carezcan de ser las pruebas idóneas para fincarme responsabilidad alguna…En…y en el considerando séptimo enuncia que de las constancias agregadas…sin hacer mención a cada una de ellas llega a concluir en el considerando octavo que valoradas todas ellas entre sí y concatenadas entre si sin decir como llega a hacerse esto último llega a concluir y a fincar una responsabilidad administrativa en contra del suscrito en una franca y manifiesta violación a los artículos relativos a la valuación de las pruebas contenidas del artículo 202 al 223 del Código de Procedimientos…así como también una violación al contenido de las resoluciones judiciales contenidas en el título quinto capitulo único del ordenamiento procesal…y en especial del contenido establecido por el artículo 227 del mismo ya que en la resolución combatida se omite expresar una relación sucinta de las cuestiones planteadas, de las pruebas rendidas así como de las consideraciones jurídicas aplicables tanto legales como doctrinarias,…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .     

Es inoperante por deficiente el agravio señalado, respecto al escrito y los informes toda vez que el recurrente omite precisar a que escrito e informes se refiere en concreto, así como el alcance probatorio que debió dársele a los mismos y la forma en que ello trascendería en su beneficio; en cuanto a que se transgrede en su perjuicio el artículo 227 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, resulta infundado ese planteamiento, toda vez que la resolución del expediente administrativo disciplinario número 285/06-TRA, sí contiene los  razonamientos acerca de la actualización de la falta grave cometida con la conducta del elemento, lo que constituye la cuestión planteada; las pruebas rendidas y su valor otorgado; así también los razonamientos jurídicos por los que se sancionó al ahora impetrante del recurso, específicamente en los Considerandos Cuarto, Quinto, Sexto, Séptimo y Octavo de dicha resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En una cuarta parte de ese segundo agravio, señala el impetrante del recurso: “…….omitiendo también expresar un razonamiento lógico jurídico para llegar a determinar la sanción que se me impuso violándose con ello también lo dispuesto por el artículo 49 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia al no observarse los requisitos que exige el mismo como son: la antigüedad en el servicio la jerarquía del puesto, y los daños y perjuicios que pudieran haberse causado, omitido todo ello por el consejo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Este resolutor considera infundada esa parte del agravio formulado, en virtud de que al analizar el Considerando Décimo de la resolución impugnada, se advierte que la misma sí contiene la individualización de la sanción impuesta al elemento sancionado, en la que se analiza lo referente a la gravedad de la falta, las condiciones personales del elemento, la jerarquía del puesto, la responsabilidad del mismo, así como lo referente a la reincidencia y la antigüedad en el servicio; luego entonces, sí se encuentra individualizada la sanción; por lo que al observar que la autoridad demandad cumple con lo establecido por el artículo 49 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, el agravio resulta infundado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


Para concluir el segundo agravio, el recurrente resalta: “Debiendo hacer notar que dentro de la indagatoria instruida por la dirección de asuntos internos en el considerando séptimo se enuncia como una prueba documental recabada por el órgano instructor en contra de una persona que se supone es elemento de la corporación de tránsito municipal que responde al nombre de JOSÉ ANTONIO GUTIÉRREZ VÁZQUEZ sujeto este totalmente ajeno a la investigación realizada pero sin embargo el órgano resolutor lo toma como prueba de una indagatoria totalmente ajena …de lo cual cabe deducir la falta de fundamentación y motivación de la resolución impugnada…”  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Esa última parte del segundo agravio, resulta infundada toda vez que de la lectura del Considerando Séptimo de la resolución impugnada, no se advierte, como lo afirma el recurrente, que la autoridad demandada haga referencia alguna al ciudadano José Antonio Gutiérrez Vázquez, o prueba relacionada con dicho ciudadano. 

Por último, ese Juzgador razona que los agravios expresados, en su conjunto, son insuficientes toda vez que el recurrente no controvierte las consideraciones y fundamentos torales del fallo reclamado, cuando, por sí solos, pueden sustentar el sentido de aquél, por lo que al no haberse controvertido y, por ende, no demostrarse su ilegalidad, éstos continúan rigiendo el sentido de la resolución impugnada en el presente recurso de inconformidad, ello conforme a lo que se establece en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

"CONCEPTOS DE VIOLACION QUE OMITEN COMBATIR ALGUNAS CONSIDERACIONES EN QUE SE APOYA EL ACTO RECLAMADO. SON INSUFICIENTES. Los conceptos de violación deben estar relacionados directa e inmediatamente con los fundamentos del acto reclamado, para que de esta forma queden de manifiesto los vicios de que adolezca; por tanto si el quejoso omite hacerse cargo de algunas consideraciones en que se apoyó la autoridad responsable y no las combate, el Tribunal Colegiado no está en aptitud de examinar la constitucionalidad de éstas y por consecuencia deben subsistir." SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 297/90. Roberto González Granados. 15 de agosto de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Vicente Martínez Sánchez. Nota: Esta tesis también aparece en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo VI, Materia Común, Segunda Parte, tesis 716, página 482. No. Registro: 208,986. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 86-1, Febrero de 1995. Tesis: VI.2o. J/352. Página: 45. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Así las cosas, al resultar inoperantes, infundados e insuficientes los agravios esgrimidos por la parte actora en la presente causa administrativa y consta en el expediente respectivo elementos de convicción que demuestra que la conducta realizada por el recurrente actualizó la falta grave que se le imputó, así como no se desvirtuó la presunción de legalidad de la resolución impugnada, es por lo que se concluye que en la presente causa administrativa lo procedente es reconocer su validez, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 213 fracción I de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y, 48 fracción I del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

SEXTO.- De lo solicitado por la parte recurrente, se encuentra también lo referente al pago de los salarios que dejo de percibir por concepto de daños y perjuicios, lo que se traduce en la acción prevista en la fracción III, del artículo 56, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

A juicio de este Juzgador, no procede hacer pronunciamiento alguno respecto de las pretensiones señaladas, pues al resultar válida la resolución combatida, no surge derecho alguno para reclamar la acción contenida en la fracción III, del citado precepto, pues tal acción es accesoria a la de  nulidad; siguiendo para ello, el criterio sostenido por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 103, de la publicación denominada “Criterios 2000-2006”, que dice: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

"ACCIONES PREVISTAS EN LAS FRACCIONES II Y III DEL ARTÍCULO 56 DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE GUANAJUATO. NATURALEZA ACCESORIA DE LAS.-  De las tres acciones precisadas en el artículo 56 de la Ley de Justicia Administrativa de Guanajuato, la correspondiente a la fracción I resulta ser principal respecto a las de reconocimiento del derecho e indemnización de daños y perjuicios contemplados en las restantes fracciones.  Ello es así, porque para hacer procedentes las accesorias o secundarias (fracciones II y III del numeral en cuestión) se requiere inexorablemente la declaratoria de nulidad de un acto o resolución. Ahora bien, habiendo prosperado ésta, puede conllevar ello al reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica y la adopción de medidas para su pleno restablecimiento e incluso la indemnización por daños y perjuicios causados por el acto demandado que fue declarado nulo;  de tal suerte que de reconocerse la validez del acto reclamado, por encontrarse apegado a derecho, es incuestionable que las restantes acciones perderían su razón de ser." (Toca 55/03. Recurso de reclamación promovido por Ricardo Sánchez Acevedo e Isidro Sánchez Rangel. Resolución de fecha 13 de agosto de 2003).

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 209 y 213 fracción I de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato;  y, 47 y 48, fracción I, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Procedió el recurso de inconformidad interpuesto. . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se reconoce la VALIDEZ de la resolución dictada por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 285/06-TRA, con fecha veinticinco de abril del año dos mil siete, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Quinto de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- No ha lugar a pronunciarse sobre el pago de salarios, por concepto de daños y perjuicios, atento a lo señalado en el Considerando Sexto de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte recurrente personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . . . .
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

